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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Beatriz Argimón. 


MIEMBROS: Señora Representante Daniela Payssé y señores Representantes Guillermo Chifflet, Gustavo 
Espinosa Mármol y Gonzalo Novales. 


INVITADO: Señor ex Representante Alberto Scavarelli. 


SEÑORA PRESIDENTA (Argimón).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 14 y 15) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a alguien que es de la Casa, el doctor Alberto Scavarelli, a 
quien hemos invitado porque nos pareció importante poder conocer su posición sobre el Patronato 
Nacional de Orientación y Ayuda al Egresado del INAU e informarnos sobre algunos otros proyectos 
de ley que el doctor Scavarelli ha presentado y que se encuentran en la Comisión. Para nosotros es 


relevante conocer todos los antecedentes porque vamos a fijar el orden de los proyectos a estudio a 
efectos de trasladar al plenario algunas iniciativas que sería bueno convertir en texto normativo. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Para mí es una gran alegría estar aquí, en una Comisión que valoramos, 
queremos y conocemos tanto desde la Legislatura pasada. Es un instrumento formidable de este 
Parlamento para la intimidad de la comunicación con la gente y con la nación. 


Agradezco formalmente la invitación y el hecho de que esta Comisión tenga a bien la consideración de 
algunos de los proyectos que presentamos en la Legislatura pasada y que volvimos a presentar en el mes de 
marzo en la presente Legislatura porque son iniciativas que mantienen una fuerte vigencia. Uno de ellos 
refiere al Patronato Nacional de Orientación y Ayuda al Egresado del INAU, otro a la protección de víctimas 
y testigos de delitos violentos intencionales y, el tercero, al Registro Nacional de Información de Personas 
Extraviadas. 


Debo dejar constancia de que con relación al proyecto de protección de víctimas y testigos de delitos 
violentos intencionales el señor Ministro del Interior tuvo a bien pedirnos este texto y, por lo que nos dijo, lo 
está considerando en el contexto de la norma que se piensa aprobar sobre el tema penal y carcelario, que 
incluye un capítulo de delitos. 


Con respecto al proyecto que refiere al Patronato, debo decir lo siguiente. Como todos saben, el Patronato es 
un organismo de protección y se crea con carácter honorario para no generar costos de funcionamiento. 
Como su título lo indica, tiene por función la orientación y la ayuda en ese difícil tránsito de quien ha estado 
bajo la protección del INAU hasta que llega al límite de edad y tiene que salir a la vida social a manejarse 
con sus propios recursos. Quiero precisar que no se trata del menor infractor propiamente dicho, sino de 
cualquier menor que esté bajo la órbita de la protección del INAU, con las particularidades y las dificultades 
que cada caso conlleva. 


Ese proceso de adaptación, que hoy se está haciendo a través del INAU, pero como un cometido muy pesado 
dentro de la propia estructura, refiere a lo que ha llevado a cabo ese querido organismo que es el Patronato de 
Liberados y Excarcelados, sin querer establecer analogías. Nos parece importante que haya una organización 
con gente especializada y con vocación que se dedique a apoyar a esos chicos y chicas que de pronto se ven 
librados a su propio peso en el funcionamiento de la sociedad. 


Como dice el artículo 1”, este Patronato tiene como cometido esencial "brindar orientación y apoyo a los 
egresados del INAME para su mejor inserción social y laboral, evitando su discriminación, apoyando su 
desarrollo personal, y facilitando su participación plena y activa en la comunidad". Este es un primer punto 
importante. Esta actividad tiene esa finalidad y plantea como elementos clave: informar al egresado de las 
distintas opciones laborales continuando el proceso de su capacitación; apoyarlo en la formación de talleres 
familiares, tecnología, información administrativa y burocrática, y modos de operar para la generación o 
participación en pequeñas o medianas empresas -las famosas pymes- y facilitarle información y ayuda para la 
obtención de préstamos en condiciones más favorables. 


Además, se plantea impulsar, por vía del Poder Ejecutivo, la posibilidad de generar incentivos tributarios 
para su inserción laboral. Por ejemplo, se podría pensar que como consecuencia de la formación que ha 
tenido y por la generación de una pequeña empresa personal o con otros en igual condición, podría haber un 
beneficio tributario desde el arranque, es decir, un período de latencia, de no percepción de tributos. 


El literal F) trata un tema muy delicado, y queda condicionado a que así lo solicite el beneficiario, que a esa 
altura no sería menor: "Brindar todo el apoyo y orientación a su alcance en los proyectos de formación de su 
propia familia, cuando así se lo solicitare el beneficiario". Vacilé mucho antes de plasmar esto en la iniciativa 
porque es muy delicado. Nosotros partimos de la base de que ni el Estado ni la política deben decirle a nadie 
cómo ser feliz sino que deben generar la condición para que cada uno, en libertad, tome su decisión personal, 
pero se planteó en nuestro equipo de asesoramiento por qué no contar con un asistente familiar o una persona 
con especialización; hay muchos muchachos que tienen que regularizar situaciones familiares previas porque 
tienen hijos chicos, y está el problema de la maternidad adolescente. Sería una especie de beneficio a esa 
persona que dejó de ser menor y que solicita esa asistencia. Además, se le proporcionaría información sobre 
salud, vivienda, recursos disponibles y beneficios. 


Por otra parte, establecimos que la comunicación se diera en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, 
y que el Patronato tuviera capacidad propositiva. Es decir que este Patronato, a través de dicho Ministerio, 
podrá proponer a los demás organismos públicos las medidas que entienda conveniente. 


Ese Ministerio, con el que tiene relación directa, deberá proporcionar al Patronato facilidades locativas y 
proveerle de personal de los cuadros de funcionarios del Estado. No lo puse aquí sino en otro proyecto, pero 
pensamos en los excedentarios o en los funcionarios que están cumpliendo tareas administrativas y ya se 
recibieron de alguna profesión inherente a esto. ¡Cuántos especialistas tenemos trabajando en un mostrador 
de una oficina pública, que tienen formación en tema de familia! No se necesita mucha gente, pero 
fundamentalmente debe ser gente con ganas. 


Otro aspecto contemplado es la obligación de guardar reserva -esto cada vez nos parece más importante en 
los procesos de asistencia social- sobre todas las informaciones referidas a situaciones personales, que deben 
estar protegidas por el secreto del Estado. No se trata de generar un legajo donde aparezca el inventario de las 
fragilidades personales. Simplemente se trata de mantener nada menos que la reserva dentro de lo que en 
derecho se conoce como el secreto del funcionario en esa órbita profesional. 


Este Patronato estará dirigido por un Consejo Honorario, originalmente integrado por cinco miembros -este 
número puede extenderse si el Poder Ejecutivo fundadamente así lo resuelve-, con un mandato de cinco años, 
con capacidad de ser redesignados. Esa selección y designación se hará con algunas condiciones que fijan los 
artículos 4? en adelante, y será una competencia del Poder Ejecutivo. Cuando decimos competencia, al 
mismo tiempo estamos hablando de responsabilidad, que es la contrapartida de la competencia. 


El Presidente del Consejo -que nos parecía una figura clave, como suele suceder en toda organización- debe 
ser propuesto por el Ministerio de Educación y Cultura. Todos los miembros del Consejo deben tener 
"notoria versación y experiencia en los temas sociales inherentes a la materia a que refiere esta ley y serán 
seleccionados teniendo en cuenta preferentemente sus antecedentes funcionales y de actuación personal. 


Creemos que, fundamentalmente en el inicio, sería bueno que la Presidencia estuviera a cargo de alguien que 
hubiera tenido una participación activa en el ex INAME -o en el INAU si la ley tarda en salir-, porque la 
interrelación entre los dos organismos y el conocimiento íntimo de estas instituciones -bien lo sabe la 
Presidenta de la Comisión, que trabajó allí con tanto éxito- puede ser un elemento facilitador. 


A los restantes miembros del Consejo se les exige experiencia y versación como un elemento de calificación. 
Luego, como calificación especial, indicamos la posibilidad de que hayan pertenecido a la ANEP, a la 
Judicatura en materia de Familia y Menores o al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el área de 
formación y empleo. Después, como es de rigor, se establece que uno de los miembros de ese Consejo 
Honorario sea representante de una organización no gubernamental que se dedique a la protección y a la 
inserción de la juventud. Seguramente, aquí se podrá agregar que se trate de personas que tengan que ver con 
el INJU. 


El Consejo Honorario podrá ser ampliado, pero salvando el principio del número impar. En estos días se ha 
comentado que algunos Directorios se podrían integrar en forma par, pero quienes hemos tenido experiencia 
en organismos del Estado sabemos que poner al Presidente la carga constante de desempatar es como una 
maldición; el número impar facilita la Dirección. 


Para el cumplimiento de los cometidos, el Patronato está facultado a aceptar o rechazar colaboraciones, 
contribuciones, donados y legados, como es habitual. Tiene capacidad de comunicación directa con todos los 
organismos; no tiene necesidad de hacerlo a través del Ministerio de Educación y Cultura para que no quede 
atrapado en el fárrago burocrático, aunque esto no quiere decir que no tenga noticias de ese Ministerio. 


Pensemos, por ejemplo, en una consulta puntual de una de las personas egresadas que requiere una gestión 
directa. Vemos al Patronato como un gestor; inclusive, prevemos la posibilidad de que tenga acceso a la 
información de quienes están próximos a egresar, que no tenga reserva legal dentro del INAU. Si bien el 
Patronato refiere a egresados, sería importante que los tomara antes del egreso. Para eso, la buena relación 
entre el organismo y el Patronato es esencial para que haya una especie de carrera de postas, donde uno le 
entrega la antorcha de la ayuda al otro, siempre con el único objeto de proteger a esa persona que, en ese 
momento, puede o no ser menor. 


Además, se establece la posibilidad de que se realicen entrevistas con el beneficiario antes de que se 
produzca el egreso, teniendo la facultad de comunicar o denunciar las situaciones que advierten irregulares o 
inconvenientes al Consejo del INAU, sin perjuicio de los hechos que por su gravedad o urgencia requieran 
otras acciones. Desde ya que, si en el curso de esta acción toman conocimiento de la existencia de un delito, 
tendrán la misma carga profesional de la denuncia del delito, sin perjuicio de la puesta en conocimiento del 
INAU. 


Básicamente, y en líneas muy gruesas, el proyecto refiere a esto. No me extiendo más, salvo que la Comisión 
lo solicite, por cuanto en la exposición de motivos tratamos de dejar explicitados los fundamentos. Dicho de 
otro modo, no se trata de un gran organismo ni de un organismo superlativo, sino de esos elementos que 
pueden hacer la diferencia en la vida de la gente. 


SEÑOR CHIFFLET.- En primer lugar, creo que los objetivos y el tema que aborda este proyecto de ley 
son realmente generosos y nos placen, por cierto. 


Lo único que me preocupa son los tiempos que a veces puede llevar el tratamiento de los proyectos en 
Comisión. En consecuencia, sugeriría que en una reunión citásemos a algunos organismos que sin duda están 
vinculados con esto a fin de que nos puedan dar alguna opinión. Sin duda la versión taquigráfica resultará 
muy útil a todos los legisladores, pero paralelamente podemos citar al propio INAU y al Ministerio de 
Educación y Cultura -representado por la persona que esté encargada de estos temas; no tiene por qué ser el 
Ministro si no dispone de tiempo- y crearnos opinión en una sesión para luego pasar al diálogo entre los 
integrantes de la Comisión. 


Realmente se trata de un proyecto interesante, que inclusive me generó la necesidad de ir pensando en otros 
elementos. Y hay un aspecto totalmente complementario, que se me ocurrió, que es el siguiente. En un 
inciso de este proyecto al que hacía referencia especial el doctor Scavarelli, se habla de "Brindar todo el 
apoyo y orientación a su alcance en los proyectos de formación de su propia familia", etcétera. Él se refirió a 
una serie de trámites, problemas educativos, de formación, etcétera. Pero yo llegué a pensar más; pensé que 
en algún momento existieron en el país -y dio resultado a un grupo de jóvenes- una suerte de círculos que en 
aquel momento se llamaron Tréboles de confort familiar -como hoy existen para la compra de automóviles- 
en los que con una pequeña cuota mensual de $ 250, por sorteo, etcétera -paso por alto los detalles-, los 
jóvenes iban aportando y pudiendo casarse. A veces resultaban beneficiados en primera instancia y entonces 
seguían pagando la cuota, o a los últimos el ahorro simplemente les llevaba dos años. Esto puede favorecer a 
los jóvenes en una tarea que es realmente importante; y no tendría por qué tratarse de un casamiento con 
papeles sino, como es habitual en estos momentos, una unión conyugal. 


Creo que simplemente teniendo en cuenta la posibilidad de citar a varios organismos en una sesión podemos, 
sin ninguna duda, dar un tratamiento urgente a un proyecto generoso. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quiero destacar la importancia de este proyecto y deseo hacer una pequeña 
reflexión personal. 


Quienes hemos nacido y crecido muy cerca de una dependencia del INAU, sabemos que independientemente 
de las circunstancias se van formando lazos de amistad con algunos de sus internados y, por tanto, 
reconocemos que existía un vacío legal al respecto que esperamos se pueda completar con este proyecto. 
Indudablemente, las salidas de esas dependencias en algunos casos son fáciles y en otros difíciles. Pero este 
proyecto me parece muy oportuno porque el literal G) del artículo 2” establece: "Impulsar la promoción de 
exoneraciones e incentivos tributarios para su efectiva inserción laboral", y vaya si esto será oportuno. 


Además, vinculo esto con el artículo 6”,en el que se sugiere la participación de otros organismos, incluidas 
las Intendencias Municipales. ¡Vaya si la mayoría de las Intendencias Municipales del país tendrán redes que 
podrán ayudar a estos muchachos y muchachas en esa salida! 


Por lo tanto, complementando lo que expresaba el señor Diputado Chifflet quisiera sugerir que en esa reunión 
hubiera un representante del Congreso de Intendentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como comprobará el doctor Scavarelli, esta Comisión hizo especial 
hincapié en este proyecto, por lo que solicitamos a la de Educación y Cultura que lo trasladara aquí, y 
sabemos que él compartía que esta Comisión estuviera a cargo de este proyecto. 


Brevemente quiero decir que es real lo difícil que se torna la situación no solo para el egresado sino también 
para los funcionarios que han hecho una tarea muchas veces durante toda la vida de un niño, niña o 
adolescente, y ven las dificultades que enfrenta cuando salen de la institución. La situación es muy difícil, 
primero, porque si nos cuesta dar ese empujón a nuestros hijos para que se independicen, imagínense el caso 
de alguien que crece en una institución y que no tiene vínculos familiares, en una sociedad en la que 
últimamente todo el mundo corre tratando de sobrevivir. Esto es muy difícil para un niño o adolescente que 
siempre ha estado en una institución y cuyos únicos referentes son los funcionarios, técnicos o sus 
compañeros y compañeras de allí. En estos casos el desvínculo es muy fuerte. Ojalá la gente conociera todos 
estos elementos, porque generalmente trascienden los eventuales hechos ocasionados por algunos 
adolescentes en conflicto con la ley, y lo que significa la vida de una institución que trata de sostener una 
infinidad de niños, pero al adolescente y al niño cuando sale le cuesta mucho el tema del desvínculo. Y, 
obviamente, muchos de los adolescentes recurren a la institución porque es la única ayuda que tienen, más 
que nada en lo afectivo y no solo en lo material, porque para ellos sentir que alguien está acompañando un 
proceso de socialización luego de la mayoría de edad es muy importante. 


Una de mis preocupaciones -lo hablábamos hace unos días con el señor Diputado Chifflet- es que muchos de 
los adolescentes que hoy, lamentablemente, han cometido infracciones no estarían en las instituciones 
penitenciarias si hubiera existido algo que los hubiera acompañado y contenido. No es porque no se haga un 
proyecto en la interna de la institución o en los establecimientos, sino que el afuera también es muy 
complicado para los adolescentes. El tema es que un Patronato de este tipo en un organismo de estas 
características implica un trabajo a nivel nacional muy fuerte. Uno observa que el otro Patronato está un poco 
más limitado en su accionar, pero este tiene una carga de trabajo muy fuerte. Entonces, sería muy bueno que 
esto surgiera con el mayor acuerdo político y el mayor entusiasmo de las instituciones que van a estar 
involucradas, porque el INAU, obviamente, va a sentir que en el afuera tiene alguien que lo ayuda pero 
también debe haber desde lo institucional -los Ministerios, organismos públicos, Intendencias- voluntad de 
colaborar. De lo contrario se va a quedar en esfuerzos, seguramente fantásticos, de la gente que forme parte 
del Patronato, pero van a precisar que también se les acompañe. 


Si hay algo fundamental para los adolescentes que egresan es el tema de la vivienda. No hemos conseguido 
que haya una mirada del Estado para considerar diferente a los adolescentes que egresan. Pese a que se han 
hecho gestiones por parte de funcionarios que trabajan en este tema, nunca se ha podido instrumentar una 
política que considere como prioritario ayudar a estos adolescentes. 


También es importante el tema de las experiencias laborales. No es lo mismo tener una familia que está 
conteniendo a un adolescente que el caso de un chico que cumple la mayoría de edad, sale de la institución y 
se pone a buscar trabajo, por mayores que sean los esfuerzos que hacen los funcionarios, además de la 
institución, para tratar de conseguirles un trabajo. 


Por tanto, me parece que en esto que sería un aporte muy importante -lo digo por lo que expresó el Diputado 
Chifflet- tratar de involucrar a la mayor cantidad de operadores posible, porque de lo contrario va a ser una 
ley más. Tengo muy claro el caso de la Comisión Honoraria de la Ley de Seguridad Ciudadana, en la que 
tanto hincapié ha hecho el doctor Díaz Maynard, y siempre digo que funciona donde hay voluntad política y 
van los jerarcas que realmente lo hacen operativo. Esto es lo mismo: podemos tener muchas personas con 
buena intención llevando adelante este Patronato, pero si no se les ayuda desde lo público e institucional, va a 
ser muy difícil que puedan llevar adelante acciones concretas. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Comparto lo que se dijo previamente. Obviamente, de alguna manera el proyecto 
está enmarcado en lo que todos en esta Comisión consideramos indispensable en cuanto al tratamiento 
de los egresados del INAU. 


Quiero dejar algunas constancias. No voy a reiterar los conceptos previos, porque los comparto, pero sí 
quiero hacer hincapié en lo que es el quiebre en la salida de la institución. Hay un proceso que inclusive los 
menores que están dentro del INAU ven con temor, que es el egreso. El egreso constituye una liberación, 
pero al mismo tiempo un trauma; es una situación ambivalente. Me parece que un ámbito como el del 


Patronato de alguna manera ayuda a ese tránsito en la medida en que tenga una buena coordinación con el 
INAU y que no signifique la finalización de un relacionamiento con una institución para pasar a depender de 
otra. Entonces, por lo que señalaba anteriormente en cuanto al quiebre que representa el egreso, me parece 
importante fijar una cadencia continuadora y no el comienzo de la adaptación a una nueva situación sin tener 
esa continuidad que por lo menos para mí es fundamental. En ese sentido, creo que es muy bueno empezar a 
trabajar sobre este proyecto de ley que tengo entendido fue presentado, pero que no tuvo trabajo legislativo ni 
de discusión en los ámbitos de la Comisión. Por eso me parece bueno poder convocar rápidamente a 
organismos que estén involucrados y, si fuera posible, yo también agregaría la consulta a alguna cátedra por 
la calidad de organismo que se pretende crear. Tenemos en juego normas de derecho privado, funcionarios 
públicos, que según decía el doctor Scavarelli podrían ser seleccionados -excedentarios y gente con 
capacidad-, pero hay una cantidad de aspectos que merecen por lo menos un afinamiento para no caer en 
algún vicio que pudiera complicar la figura que en última instancia queremos crear. 


Quiero señalar una cuestión que estuvimos viendo, que es de simple instrumentación. Me refiero a que los 
literales D) y G) dicen lo mismo. Hemos constatado que se trata de un problema de impresión; es algo menor. 


Me preocupa el encare de los proyectos que otorgan potestades con el famoso "podrá". Me gustaría que en el 
transcurso del trabajo de la Comisión pudiéramos ver esto y mejorar esos famosos "podrá" que después 
aparecen en las leyes y que, siendo un futuro, de alguna forma generan una condicionalidad que a veces 
complica. 


En este proyecto se menciona la posibilidad de recibir fondos, donaciones, etcétera, pero no advierto -de 
pronto es una omisión mía, porque no he hecho una lectura tan afinada como la que corresponde al estudio de 
un proyecto de esta naturaleza- que se señale su forma de administración o de contabilización y qué 
capacidad se podría generar de administración de dineros. Buscando la transparencia es estos aspectos, me 
parece que eso debería estar establecido en el proyecto. Reitero que, de pronto, yo no lo vi porque la lectura 
que hice no fue afinada, artículo por artículo, sino más bien global, conceptual, en función de que hoy 
contaríamos con la presencia del doctor Scavarelli, quien podría agregar detalles. 


Estoy de acuerdo con los organismos impares; facilitan la tarea. No tengo muy claro si es necesario llegar a 
once. En principio, me parece que once es multitud, pero podemos discutirlo. Esto no implica una discusión a 
fondo sobre el concepto del proyecto, sino más bien de orden práctico. 


Hay otras cuestiones que, a mi juicio, ameritarían volver a repasar el articulado porque, reiterando mi 
aprobación a la propuesta, me parece que tiene que estar muy acabada y muy apta para entrar en 
funcionamiento rápidamente. Quizás hay otras cuestiones que pueden ser dejadas para más adelante, que 
podrían ser subsanadas si en la nueva lectura hacemos alguna especie de "by-pass" que obvie algunos de los 
organismos que tendrían que participar en el relacionamiento de este nuevo organismo con la Administración, 
el Ministerio, el Poder Ejecutivo, el INAU, etcétera. 


Es cuanto tenía que decir, además de agradecer la presencia del doctor Scavarelli, habida cuenta de que si 
bien contábamos con el proyecto, su explicación es esclarecedora. 


SEÑOR NOVALES.- Reconozco la importancia y el gran alcance que tiene este proyecto, con el cual 
estoy totalmente de acuerdo. Interpretando al señor Diputado Espinosa cuando pedía que estuviera 
representado el Congreso de Intendentes, pienso que así como se ha propuesto alguna ONG y sobre 
todo pensando en lo que dijo la señora Diputada Payssé en cuanto a ese trauma que se produce cuando 
el chico tiene su primera oportunidad laboral, podríamos estudiar la posibilidad de que, por ejemplo, 
CAMBADU o la Confederación Empresarial del Uruguay, estuvieran representados a efectos de que se 
pudieran crear pasantías para estos jóvenes en el momento en que se produce su inserción en la 
sociedad. De esa manera podrían tener una primera experiencia laboral y una hoja de servicios. 
Lamentablemente, cuando los jóvenes buscan un empleo por primera vez les piden antecedentes y 
como no tienen una historia laboral no pueden acceder a esos puestos. En el centro comercial de 
Soriano ya ha habido experiencias de este tipo. En años anteriores se establecieron sistemas de 
pasantías por seis meses que permitían que estos chicos consiguieran una primera experiencia laboral 
y amortiguaba un poco el trauma que señalaba la señora Diputada Payssé. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Me hago eco y apoyo las preocupaciones planteadas. 


En cuanto a la naturaleza jurídica del organismo como tal -es un tema realmente muy importante y 
fascinante-, lo vemos con una operatividad de derecho privado inserto en la coordinación directa del 
Ministerio de Educación y Cultura, como hay algunos antecedentes de paraestatalidad. 


Por otro lado, omití decir y está aquí algo que ustedes mencionaban, que tiene que ver con la participación de 
los organismos de coordinación de políticas sociales, que nos parece esencial. Esta integración de los 
Cuerpos, que siempre genera tanta duda entre pocos y ejecutivo, o muchos y representativo, normalmente se 
zanja con un área de mesa ejecutiva que funcione fuertemente, pero este país adolece de la existencia de 
muchos compartimentos difíciles de vincular. El hecho de que estén participando, perteneciendo, facilita la 
comunicación. 


Me gustó mucho la apreciación de la señora Diputada Payssé en cuanto al término "podrá". Desde nuestra 
perspectiva, cuando utilizamos estos verbos tan complejos como "podrá" lo establecemos como una 
capacidad de gestión, una capacidad de hacer no mandataria. Cuando estábamos redactando este texto surgió 
una importante discusión en cuanto a algún "podrá" que tiene que ver con la conexión y la expresión de 
dificultades que parecería pudiera ser una carga preceptiva. De todos modos, lo que nos parece importante es 
que cuando se refiere a "podrá" es para dejarle la facultad, no para establecer el poder deber, lo que es muy 
opinable. 


Por otra parte, en lo que tiene que ver con la protección de víctimas y testigos de delitos violentos 
intencionales, estamos ante otra familia de dificultad. Esto va más allá de la protección de la víctima como 
tal, porque además trata de cuidar un fenómeno que es muy preocupante: la convivencia del agresor y el 
agredido en las sedes judiciales y en las sedes policiales. Como ustedes saben, el denunciante puede estar en 
el mismo ámbito físico que el denunciado o sus familiares. En los casos de violencia doméstica y de vecindad 
esto es dramático, ya que se producen amenazas y gesticulaciones, es decir, factores que forman parte de lo 
que se ha definido como revictimización. 


En primer lugar, para que quede bien claro, se trata de delitos violentos intencionales; no estamos 
inicialmente pensando en delitos culposos, es decir, aquellos en los que la intencionalidad no está en la 
generación del hecho. Se trata de normas mínimas para la protección de las víctimas de delitos violentos 
intencionales, con la condición de que se hubieran producido secuelas de tipo corporal o de menoscabo de la 
salud. El concepto de salud que manejamos es el de la Organización Mundial de la Salud y de la 
Organización Panamericana de la Salud en el sentido integral de la expresión, que como más adelante se dirá, 
también tiene que ver con la salud espiritual, emocional, con la estabilidad debida, por aquel cambio entre el 
derecho a la vida y el derecho al vivir, que felizmente ha venido evolucionando en estos tiempos. 


En este proyecto quedan comprendidas todas las personas que son testigos o víctimas de delitos violentos 
intencionales, pero también trata de cubrir a las personas que de ellos dependen, por ejemplo, cuando se trata 
de personas menores de edad o de edad muy avanzada o con alguna incapacidad que les impide manejarse 
por sí mismas. Muchas veces, en esos casos se ve un proceso expansivo realmente dramático de las secuelas 
del delito en las personas que son dependientes de quien fue objeto de un delito violento. 


Por definición, todas las medidas de asistencia pueden ser dadas antes, durante y posteriormente al propio 
proceso penal, sobre el cual no interfiere. Esto está por dentro y por fuera al mismo tiempo, pero siempre 
tiene por objetivo fundamental la mitigación del efecto del delito. Hablar de la compensación absoluta es una 
utopía, pero está claro que el Estado, la comunidad tiene la facultad, y debiera tener la capacidad, de poder 
mitigar el efecto del delito. 


Todas estas medidas son de naturaleza subsidiaria, es decir que no pueden afectar soluciones que son propias 
del proceso jurisdiccional civil o las facultades que asigne la legislación respecto a la promoción de 
instancias, denuncia de parte o la constitución de parte civil en sede penal en lo pertinente. 


En definitiva, es subsidiariedad con capacidad de mitigación u objetivo de mitigación. Estamos imaginando 
un mecanismo por el que la comunidad resarce y el Estado recupera lo resarcido, yendo contra el delincuente, 
por supuesto que una vez que existan recursos presupuestales suficientes que en algún momento el país los 
tendrá. Poner, como existe hoy en el sistema legal uruguayo, en la víctima -que por definición está bajo el 
impacto del propio hecho delictivo- la gestión de la recuperación, por ejemplo, de su situación patrimonial, 
etcétera, normalmente es una carga dura, sobre todo en determinadas características del delito. En una 


ecuación, en nuestra propia visualización del funcionamiento de la sociedad, podemos pensar que el Estado 
fuera el subrogante de aquellas indemnizaciones que hace en beneficio de la víctima. 


Por eso digo que cuando se disponga de los recursos presupuestales suficientes, el Estado deberá asumir por 
sí la reparación de los daños padecidos por las víctimas de delitos violentos, quedando como titular 
subrogante en lugar de las acciones de recuperación de las sumas indemnizadas a consecuencia del delito. 


El artículo 5* prevé la dignidad de la víctima, la protección de su derecho a declarar y un aspecto bastante 
nuevo en Uruguay -que nos parece muy importante desarrollar- que es la capacidad de ser informada de sus 
derechos y de la evolución del proceso. En este sentido, el respeto a la víctima tiene que ver hasta con su 
localización en distintas instancias, como decíamos en sede policial y judicial. Cuando viene alguien y dice: 
"Usted siéntese allí y espere", y en el otro lado está el agresor, su familia o testigos suyos, en un ambiente en 
el que normalmente se está en una absoluta indefensión, muy crítico -lo hemos visto en estos días-, siempre 
acarrea alguna consecuencia. Las víctimas terminan por no denunciar, porque no quieren pasar por ese duro 
mecanismo, o transitan el terrible camino de la violencia privada, el de buscar otros caminos de venganza y 
no de resarcimiento jurisdiccional que son realmente peligrosos, en los que otras sociedades, no lejanas a la 
nuestra, han ingresado y del que tenemos que estar muy alertas. 


Según el artículo 6%,se considera víctima a la persona física que haya sufrido lesiones físicas o mentales, o 
daños emocionales de magnitud establecida y certificada por el Instituto Técnico Forense -a nuestro juicio es 
el único organismo que puede tener competencia por ser parte de la estructura jurisdiccional del Poder 
Judicial-, que hubiera sido directamente causado por un acto tipificado como delito violento imputado a título 
de dolo, intencionalidad. 


También se considerarán víctimas a las personas que dependan de quien hubiere fallecido como resultado de 
tales delitos. Naturalmente, la expresión "hubiere fallecido" para la consideración de víctima directa podrá 
ser ampliada a criterio de la Comisión y de la Cámara no solo a los casos de fallecimiento. Nos pareció que 
inevitablemente tenía que establecerse en el caso de fallecimiento, pero se deja abierta la posibilidad en 
aquellos casos donde no hay fallecimiento. 


Por otra parte, este artículo establece que la asistencia cubrirá necesariamente los gastos médicos, de 
hospitalización y funerarios. La asistencia deberá ser reducida o denegada según la situación económica del 
solicitante. Está claro que debe haber un proceso de evaluación de la condición de quien lo solicita. 


Además, la asistencia podrá ser reducida o denegada según la conducta de la víctima o del solicitante antes, 
durante o después del delito, o en relación con el daño o la muerte. Esto tiene que ver con las reglas de la 
legítima defensa: la falta de provocación suficiente, es decir en qué grado participa la víctima en la 
producción final del evento. Desde ya adelanto que este tema es bastante polémico y seguramente será 
motivo de interesantes exposiciones. Pero como estas cosas tienen la garantía de que todo va a estar 
tipificado por un Juez, tanto el delito como la participación de la víctima en el delito van a surgir de la propia 
sentencia o del auto de procesamiento, parecería que para la Administración no es demasiado discrecional. 


Más adelante, el mismo artículo establece que la asistencia también podrá ser reducida o denegada según la 
participación de la víctima o del solicitante con asociaciones delictivas, o cuando tuviere antecedentes 
penales vigentes por la autoría de delitos dolosos contra la personalidad física. Es una cuestión muy 
importante a tener en cuenta para debatir. Lo establecimos como un factor que nos parece importante, pero 
tendrá que ser evaluado. 


También la asistencia podrá ser reducida o denegada si su concesión parcial o completa pudiera ser contraria 
al sentido de la justicia o al orden público. En este sentido, la legislación uruguaya tiene un severo problema - 
estamos preparando algo en esa dirección- con algunas expresiones que tienen una incidencia muy directa en 
la vida de los uruguayos, como es el concepto de alarma social o alarma pública en materia penal. Estamos 
asistiendo con preocupación a un proceso por el cual un hecho primero aparece en los medios de 
comunicación, naturalmente concitando el interés y la preocupación pública, y luego, cuando llega la etapa 
del dictamen judicial, delitos que podían terminar sin prisión culminan con proceso y prisión por la alarma 
social generada por la propia manera de encarar el fenómeno. Es un tema que tiene que ver con derechos 
humanos fundamentales. 


Uruguay no ha definido más que doctrinariamente el concepto de alarma social. ¿Qué es lo que alarma 
socialmente? ¿El delito y su naturaleza? ¿La difusión del delito? ¿La promoción de la difusión del delito? 
¿La presencia de personas en la sede judicial mientras se está juzgando? Todos estos son aspectos delicados. 
De acuerdo con el sistema actual puede suceder que alguien procesable por un delito sin prisión pueda 
terminar en un procesamiento con prisión y para ello alcanzaría con que determinadas personas se 
organizaran en la puerta del juzgado con cartelería. Estas son cosas que debemos ir pensando hacia adelante, 
y de algún modo nos introducimos inicialmente por ese lado, aunque después trataremos de presentar algo 
más concreto sobre el punto. 


Con el fin de evitar una doble asistencia, que es un tema importante, se deducirá de la asistencia concedida a 
la víctima de un delito las sumas que percibiera por cualquier causa que se relacione con el delito, incluso del 
ofensor, cualquiera sea la cantidad de dinero, o cuando posteriormente lo recibiese de la seguridad social, de 
las compañías de seguros o de cualquier otra fuente que tenga por fundamento el daño, las lesiones o la 
muerte. De lo contrario, ya no tendríamos condición de mitigación o de resarcir sino de beneficio, que sería 
una cosa distinta. 


El Estado o la autoridad competente que intervenga siempre se subrogará en los derechos de las personas 
compensadas hasta el límite cuantitativo de la asistencia pagada. ¿Qué quiero decir con esto? Que si el 
Estado asiste por determinada suma, se hace titular de la suma por la que dio el servicio para reclamar, por 
ejemplo, contra el agresor, desde el punto de vista patrimonial. Hay delitos que están cometidos por 
insolventes y delitos cometidos por no insolventes, y las acciones de reparación pueden tener vida propia si 
van por el límite de la subrogación. Para poner un ejemplo, hoy -salvando las diferencias- tenemos un 
mecanismo jurídicamente idéntico de recuperos en materia de seguros, donde existe la subrogación por las 
sumas efectivamente pagadas y por los rubros no cubiertos, quedando en manos del propio titular del derecho 
reclamarlos independientemente. 


En el artículo 7” pasamos a otra cosa, que tiene que ver con algo más programático. Las víctimas deberán ser 
tratadas durante las actuaciones con el debido respeto a su dignidad personal, y se reconocerán sus derechos e 
intereses legítimos en el marco del proceso penal, en especial el derecho a recibir información, cuando no 
afecte el curso de la investigación penal, según la etapa del proceso y, si fuere del caso, por resolución 
denegatoria fundada del juez de la causa. Esto, ni más ni menos, significa que quien produzca la denuncia de 
un hecho tiene la facultad de solicitar información de lo que ha pasado con su propia denuncia. Si, por el 
curso de la investigación, esos hechos no pueden ser informados porque interfieren en el proceso 
investigativo, naturalmente habrá una resolución que diga que no se puede acceder por la naturaleza del 
hecho. Tanto preocupa este tema porque, de pronto, la víctima de un delito se entera de que su agresor está en 
libertad cuando se lo cruza por la calle, cuando ve que ha vuelto a vivir en el barrio o porque alguien le avisa. 
Si uno o su familia es víctima de un delito de agresión por alguien, parecería -como hay en otras 
legislaciones- que es un derecho de la víctima estar prevenida para que, de pronto, su hijo chico no pase por 
la puerta de la casa de la persona con quien tuvo el lío hace tres años. Esto no es un invento, no es un 
descubrimiento jurídico, es una figura que hemos visto funcionar, sobre todo cuando dirigíamos el Área de 
Delito Organizado en Naciones Unidas, donde hay capítulos específicos de protección a la excarcelación o 
liberación del agente agresor. 


Nos parece de fundamental importancia ir pensando en estas medidas como derechos del denunciante y de la 
víctima. Lo ponemos a texto expreso en el propio articulado, mencionando precisamente este extremo. 


Así que hablamos del derecho a recibir información o la denegación fundada. 


El artículo 8” dice que debe garantizarse que la víctima tenga acceso, desde el primer contacto con las 
autoridades policiales, a la información que sea necesaria para la protección de sus intereses, y deja 
establecido por ley que si la víctima tuviere una discapacidad auditiva, fuere mudo o invidente, o si no 
comprendiere el idioma, deberá ser debidamente asistida desde la etapa policial, dejándose constancia. Es 
decir que en la etapa policial se generan las bases del hecho denunciado, y un error allí tiene consecuencias 
en la dilucidación de la denuncia posteriormente. Por lo tanto, quien tenga esta dificultad debe tener, a texto 
expreso, la capacidad de contar con recursos en este tema. 


¿En qué consiste esta información? En que esté debidamente informado de los servicios u organizaciones a 
los que puede dirigirse para obtener el apoyo; el tipo de apoyo disponible con el que puede contar; el lugar 
donde puede presentar la denuncia y de qué modo -la remisión, inclusive, a las propias Defensorías-; las 


actuaciones subsiguientes a la denuncia y su papel respecto de aquellas -es decir, qué conductas va a tener 
que seguir el denunciante-; el modo y las condiciones en que podrá obtener la protección -que es lo que viene 
después- y las medidas y condiciones en que puede acceder al asesoramiento jurídico gratuito en caso de falta 
de medios o de la forma de obtener cualquier otro tipo de asesoramiento cuando se trate de delitos en los que 
la víctima tenga derecho a ello de acuerdo con la presente ley. 


El artículo 9* dice que la víctima que lo solicite deberá ser informada. Para volver nuevamente a la semántica 
del "podrá" y el "deberá" -que bien señalaba hoy la señora Diputada Payssé-, vemos aquí un juego de 
articulación: la víctima tiene capacidad de solicitar, pero si lo solicita, la Administración debe. Es decir, es un 
derecho de uno y un deber del otro. En primer lugar, tiene derecho a ser informada del trámite dado a su 
denuncia y, en segundo término, de la sentencia que disponga la libertad de la persona imputada por la 
comisión de un delito doloso y violento en su contra. Es decir que, preceptivamente, si la víctima lo solicita, 
se le debe decir. Hay gente que prefiere no saberlo, por lo tanto, no se le va a notificar si no quiere. Sin 
embargo, la víctima, debidamente asesorada, deberá decir si quiere que se le notifique cuando el agresor 
recupere su libertad. También tiene derecho a optar por no recibir dicha información. A veces, por razones de 
tratamiento médico, de salud mental o espiritual, la víctima es aconsejada, no quiere, no debe o no puede 
estar al tanto de la evolución del proceso; denuncia y reconstruye su actividad. Es un fenómeno muy visto en 
los delitos de violación y similares que, una vez que se deciden a denunciar, muchas veces prefieren quedar 
fuera del escenario. Por lo tanto, es un deber de la Administración y un derecho si la víctima así lo solicita en 
todos los casos. 


El artículo 10 entra en temas más concretos. Deberá garantizarse un nivel adecuado de protección personal a 
las víctimas y a los testigos y, si procede, a sus familiares o personas en situación equivalente, tanto respecto 
de su seguridad personal, como de la protección de su intimidad, siempre que las autoridades competentes 
consideren -tienen la última palabra- que existe un riesgo grave de represalias o claros indicios de una 
intención concreta de perturbar su vida privada, llegando incluso a la reinstalación temporal en otro 
domicilio. 


Debo reiterar algo. La existencia de la judicialización de los conflictos sociales, de los conflictos individuales 
y de los problemas de la vida cotidiana debe tener un Poder Judicial independiente -como el que tenemos y 
del que nos sentimos muy orgullosos-, pero el acceso a ese Poder Judicial independiente debe tener no solo la 
facilidad -que la tenemos- sino la tranquilidad de quien acciona. Son tres fases totalmente distintas: la 
vocación de hacerlo, la facilidad de hacerlo y la garantía del lugar donde se hizo. En Uruguay tenemos 
cubierta la garantía y la facilidad; temo que, desde mi perspectiva, muy personal, tenemos fragilizada esa 
primera fase que es la de decirle: "Vaya tranquilo que nosotros estamos para protegerlo" me refiero a la 
comunidad. Hoy, ser testigo en una causa es un hecho muy complejo. Puedo decir, por ejemplo, que en los 
casos de rapiñas a los ómnibus, cuando se tiene que hacer el reconocimiento del rapiñero que gatilló -muchas 
de esas veces bajo el efecto de drogas- dos y tres veces en la cabeza de uno de los integrantes del personal y 
la bala no salió, tener que estar allí, en ese escenario donde le hacen señas, donde lo marcan y lo hacen volver 
a pasar no es fácil y muchas veces la gente tiene la tendencia a decir: "Mirá, mejor no hago nada". Y cuando 
alguien no hace nada, seguramente está dejando en libertad a alguien que, si pudiera haber sido aprehendido, 
tratado y quizás hasta rehabilitado -por qué no soñar-, evitaría una muerte un día después. Por lo tanto, si el 
ciudadano no toma el derecho de participar en la denuncia de delitos de este tipo que después son de acción 
pública, no podemos hacer nada. Una vez denunciado el hecho, ya no se puede retirar la denuncia. Si yo 
denuncio que me rapiñaron, después no puedo ir a decir: "No, mire, perdónelo porque me arrepentí". No es 
un cheque sin fondos ni una violación donde se remite casándose con la ofendida. Es decir que donde hay 
delitos de acción pública parecería que tenemos que fortalecer la capacidad del ciudadano para que no esté 
fragilizado en la protección de sus propios derechos. 


Tenemos que bajar la ecuación de ciudadanos armados defendiéndose como pueden y tratando de 
judicializar, porque para eso existe un Poder Judicial independiente. 


El artículo 11 establece: "En las dependencias policiales y judiciales, deberán adoptarse todas las medidas 
posibles para evitar el contacto entre víctima, testigos e imputado, salvo en las instancias en que el proceso 
penal así lo requiera". Obviamente, es imprescindible un careo para una buena defensa, pero no en esos 
espacios de espera muy comunes. Es frecuente ver que en un problema de vecindad quedan detenidos el 
denunciante y el denunciado y quedan demorados en el patio de espera de una seccional. Eso es complejo y 


tenemos que entrar a administrarlo con cuidado para que no ocurran, en este proceso de sociedades violentas, 
situaciones que tengamos que lamentar. 


Se prevén las declaraciones en audiencias públicas, la protección del debido proceso y la defensa del 
imputado compatibilizado con la no revictimización de quien denuncia, la rapidez de la restitución de los 
objetos del delito, es decir, que los objetos que son restituibles y pertenecen a las víctimas o a terceros 
aprehendidos sean restituidos sin demora, ya que muchas veces la gente se ve privada de los bienes por 
mucho tiempo, cuando no se terminan deteriorando; esa es una rémora que podemos ir resolviendo. 


Asimismo, el proyecto promueve la intervención de los servicios públicos que puedan brindar apoyo a la 
víctima, para que con la mayor responsabilidad le presten efectiva asistencia mediante personal 
especializado, bajo la supervisión del Instituto Técnico Forense. No estoy entrando aquí al concepto de 
justicia terapéutica que alguna vez en esta Comisión manejamos, pero nos estamos acercando a la 
interdisciplinaridad en el tratamiento de los temas, no a las simples disciplinas sumadas de lo 
multidisciplinario, sino a una relación entrelazada bajo estricta responsabilidad del dictamen final sacado de 
esa interrelación técnica. Por ejemplo, si pensamos en las salidas transitorias, sería bastante distinto. La 
responsabilidad de quien informa, la habilidad o no de alguien para ejercer determinada situación, es una 
carga que el Estado tiene que ir asumiendo cada día más. A mi juicio, ahí hay un semillero de varios 
problemas jurisdiccionales. 


El artículo menciona también que tiene que haber una responsabilidad del secreto profesional en toda 
circunstancia; inclusive cuando las tareas se dan a Organizaciones No Gubernamentales, bajo la supervisión 
del Instituto Técnico Forense, estas deberán ser calificadas e inscriptas según lo disponga la reglamentación. 


El artículo 15 habla de las condiciones necesarias para prevenir la revictimización secundaria o la propia 
revictimización, evitando que la víctima o los testigos estén sometidos a tensiones o presiones innecesarias, 
siempre en función del debido proceso, y luego la insistencia en las condiciones locativas y asistenciales 
necesarias para este tema. 


Me permito citar, de la exposición de motivos, una frase que nos parece que resume de algún modo nuestro 
modo de sentir en este tema. Allí decimos: "El presente proyecto de ley lo consideramos un primer paso, el 
objetivo final será que se establezcan sistemas de reparación eficientes a cargo de la comunidad, la que 
operará en el resarcimiento a las víctimas del delito, como forma de reparar o regenerar equilibrios según 
corresponda. La comunidad no puede mantenerse al margen de esos dramas personales e individuales, debe 
socializar la indefensión de las víctimas y asumir como colectivas las consecuencias dañosas del delito, sin 
perjuicio de las acciones de recuperación que pueda ejercer luego contra los agentes del delito causantes del 
perjuicio de las víctimas. Detrás de toda acción delictiva hay un fracaso concreto en la convivencia social de 
la comunidad, por lo que la sociedad en su conjunto no puede abandonar a la víctima, sin traicionarse a sí 
misma y sus fundamentos. Se trata en definitiva de dejar establecida la protección de un derecho humano 
fundamental que no puede ser postergado por más tiempo". Creo que en ese párrafo se resume nuestra 
filosofía -que esperemos esté bien recogida en el texto del proyecto- que tiende a poner a la víctima en el 
status que debe estar. Es decir, que la persona que es objeto de un delito violento procure salir de esa dolorosa 
situación contando con el apoyo de la comunidad y que la comunidad se resarza de lo que haya gastado en 
esto a través de la recuperación por la vía del patrimonio del delincuente. 


SEÑOR CHIFFLET.- Tengo dudas con respecto a algunos puntos pero, sin ninguna duda, con una 
lectura a la versión taquigráfica se me van a aclarar muchos de ellos; por eso simplemente voy a hacer 
una referencia. 


Se establece en algunos artículos que el Estado asumirá la reparación de los daños y será titular subrogante de 
las acciones de recuperación cuando se dispongan los recursos necesarios. Voy a proponer que estudiemos un 
tipo de financiación, de manera que no quede simplemente en algo provisorio; si podemos superar eso 
adelantamos en el proyecto. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Esto es algo que quizás no expresé bien; el objetivo debe ser ese: la asistencia 
médica y social. Pongo como ejemplo -esto me motiva mucho- a una señora víctima de un arrebato que 
termina con fractura de cadera. Vive sola y para ir a hacerse el tratamiento médico a su propia 
mutualista necesitaría a un asistente que la lleve; eso puede salvarle la vida a alguien. La asistencia 


médica y social debe ser ahora. Con respecto a la reparación patrimonial, que es un tema mucho más 
complejo, por supuesto que debemos tener un recurso presupuestal muy grande porque implicaría un 
bolsón económico importantísimo pero, como meta, no tengo duda de que debería ser así. 


SEÑOR CHIFFLET.- En primer lugar, tuve oportunidad de mantener una conversación telefónica con 
autoridades del Ministerio del Interior, y el propio doctor Scavarelli dijo que tuvo una conversación 
con el señor Ministro sobre este proyecto. En el anteproyecto que se está elaborando hay algo que se 
complementa con la Dirección Nacional de Protección del Delito, que se encarga de la violencia 
doméstica y que se extendería a las víctimas del delito; por eso creo que conviene que analicemos este 
proyecto con alguien del Ministerio. 


En segundo término, recibí un anteproyecto y unos agregados de la psicóloga Fulco, que trabajó en el Grupo 
Tripartito, y me gustaría que la citásemos para que nos informase sobre ese proyecto que, sin ninguna duda, 
es complementario de este. Desearía que, en función de esas urgencias, se tratara este proyecto en primer 
término. 


SEÑORA PAYSÉE.- Yo también tengo el anteproyecto de la psicóloga Fulco; habría que tratar de 
juntarlo con este para que se complementen de alguna manera. 


Quiero referirme al apoyo psicológico a las víctimas, tema que me parece que este proyecto no toca 
demasiado porque hace hincapié en otras cosas, que también son importantes. Pero tal vez se pueda hacer una 
colaboración para que el apoyo psicológico a las víctimas esté presente en las reparaciones porque, 
realmente, muchas víctimas quedan en un estado de indefensión psicológica que las hace incapaces de 
reintegrarse rápidamente a su vida habitual; quedan en inferioridad de condiciones y necesitan una asistencia 
de esa naturaleza. Basta con ver en un informativo el testimonio de quien haya sido víctima de algún arrebato 
o situación de violencia, y esto no ocurre solo a nivel individual sino de las propias colectividades. Por eso 
me parece que ese tema debería estar. 


También quiero hacer una consulta a raíz del artículo 8%, que habla de las víctimas con discapacidades 
auditivas, mudos o invidentes, en cuanto a si no se está dejando fuera a las víctimas con otro tipo de 
discapacidades, las que tal vez, justamente, necesiten otra apoyatura además de esta. Me parece que al 
referirse específicamente a algunas discapacidades, las otras, que son importantes y de diversa naturaleza, no 
quedan expresamente contempladas, lo que no quiere decir que no queden consideradas. Recalco que al 
hacerse hincapié en algunas, hay otras víctimas de violaciones o de situaciones de violencia de cualquier tipo 
que son discapacitadas intelectuales y de repente no encuentran una solución con este articulado. Habría que 
incluir alguna mención para que también fueran contemplados, porque considero que están en inferioridad de 
condiciones para transitar el camino luego de haber sido víctimas de violencia o de algún delito. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Todas las apreciaciones me parecen muy inteligentes. 


Comparto totalmente lo expresado sobre este último punto. Lo que se prevé aquí es un tema de comunicación 
y no de habilitación, que transita por otros espacios. Aquí viene el tema del asesoramiento, que es muy 
complejo. En este caso se trata de un acto casi mecánico en el que a quien no puede oír, alguien le explica, y 
a quien no puede ver, alguien de su confianza o puesto por la Administración le lee para que entienda. De 
hecho, esto está funcionando por la buena voluntad. Por ejemplo, la Asociación de Sordomudos, cuando se le 
solicita, bajo su propio costo colabora con el Ministerio del Interior. 


En algún momento en todas las comisarías debería haber un abogado. No es algo tan difícil de pensar. Quizás 
lleguemos a tener estructurado un mecanismo por el cual las personas que tienen cualquier dificultad de este 
tipo cuenten con alguien que traduzca su comunicación. Lo que se asegura aquí es la comunicación. Lo que 
dice la señora Diputada es totalmente cierto. Cuando aparece gente con discapacidades particulares se arma 
un gran lío y comienza todo un proceso. Sin embargo, el artículo 8”, sin decirlo, se refiere a la 
comunicabilidad. 


Estamos de acuerdo en lo que se dijo en materia de protección psicológica. Por eso en el artículo 6”, cuando 
definimos el tema de la víctima, hacemos referencia a "lesiones físicas o mentales, o daños emocionales de 
magnitud establecida y certificada por el Instituto Técnico Forense". El concepto de daño emocional no tiene 


antecedentes en la legislación uruguaya. Normalmente nos hemos quedado en las lesiones físicas o 
psicológicas. Ahora estamos entrando en el ponderoso terreno de los daños emocionales, pero bajo la tutela 
del Instituto Técnico Forense, es decir, el daño emocional certificado. Estamos hablando de un ámbito 
jurisdiccional. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos ahora al proyecto relativo al Registro Nacional de Información de 
Personas Extraviadas. 


SEÑOR SCAVARELLI.- El año pasado, el Ministerio del Interior tomó este proyecto, sin ser ley, y creó 
una unidad que en los hechos funciona de este modo. Creo que es necesaria una ley, porque brinda 
otros mecanismos. 


El Registro Nacional de Personas Extraviadas se llevaría en el Ministerio del Interior, con un área 
especializada referida a menores y a personas que padezcan alguna discapacidad permanente o temporal de 
cualquier naturaleza que les dificulte conducirse a sí mismas. Tendrá como objetivos centralizar, organizar y 
entrecruzar la información relacionada de todo el país, en una base de datos sobre personas respecto de 
quienes se desconozca el paradero. El Registro informará y brindará asesoramiento respecto de los 
procedimientos a seguir. De igual forma, se registrarán los datos de las personas comprendidas en el 

artículo 1” que ingresen a establecimientos de atención, resguardo, detención o internación en todos los casos 
en que se desconocieren sus datos filiatorios o identificatorios, así como respecto de aquellas personas que 
fueran localizadas en tales condiciones. Cuando se brinde atención médica de cualquier naturaleza a menores 
que están solos o a personas con pérdida de conocimiento, se deberá reportar al Registro toda la información 
y descripción que facilite su identificación. A estos efectos se solicitará también al Ministerio de Relaciones 
Exteriores y a la Autoridad Central de Cooperación Internacional del Ministerio de Educación y Cultura que 
se implementen mecanismos de intercambio de información sobre legislación nacional, jurisprudencia, 
etcétera. 


Tratamos de crear una red donde la información esté centralizada, donde el drama de tener que preguntar por 
teléfono a los hospitales sobre alguien a quien uno está buscando se pueda simplificar a una sola llamada 
telefónica que, además, deberá quedar grabada. Esto establece, por un lado la carga de quienes encuentran a 
la persona de notificar el registro, y por otro el derecho de quienes están en esa situación de búsqueda de 
solicitar la información al Registro. El procedimiento comienza a complejizarse en el caso de los menores, 
para lo cual se prevé el cierre de fronteras inmediatamente después de denunciado el extravío. Puede ser el 
caso de adolescentes que de pronto desaparecen de su casa por diez días -los números son alarmantes y 
superan lo que uno puede imaginar- y luego aparecen, sin haber estado bajo la tutela de ningún mayor, 
trasladándose del interior a Montevideo, viviendo donde puedan y siendo abusados por mucha gente. 
También puede darse la salida del país, como en el caso de disputas entre cónyuges, y uno se lleva al menor 
sin la autorización del otro. En un país con fronteras tan abiertas y tan transitables como las uruguayas, un 
mecanismo de complementación e intercambio de información es importante. 


El Registro podrá, además, proveerse de información por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores 
o de la Autoridad Central de Cooperación, o a solicitud de estos, en los casos de petición de cooperación 
sobre búsqueda de personas que se formularen en un todo de acuerdo con la presente ley y de las 
convenciones internacionales. 


Aquí hago un paréntesis. Respecto del proyecto anterior, referido a víctimas de delitos violentos, quiero hacer 
especial mención -para que quede registrada en la versión taquigráfica- a algo que está en la exposición de 
motivos. Allí se hace referencia a los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y 
abusos de poder de las Naciones Unidas, y sus Anexos, a la norma similar canadiense y a la Convención 
Europea sobre Compensación a las Víctimas de Delitos Violentos de Estrasburgo. Se trata de tres normas 
muy importantes, por lo que, abusando de la gentileza de la señora Presidenta, solicito que figuren en el acta 
las exposiciones de motivos de estos proyectos, puesto que en algunos hay marcos de referencia normativa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así se procederá. 


(Exposiciones de motivos) 


El principio general es que toda dependencia pública, sin excepción, todos los centros de 
educación o los de atención sanitaria y toda otra persona u organización, cualquiera fuere su 
naturaleza, que diere atención o de cualquier modo tomare conocimiento de una situación como las 
descriptas en el artículo 2”, deben dar inmediata comunicación al Registro, la cual quedará grabada en 
audio si fuera realizada telefónicamente, o por escrito si se realizare personalmente, en la forma y por 
los plazos que establezca la reglamentación. 


Luego viene una serie de literales que especifican qué debe constar dentro de esa comunicación, ya sea de 
quien encuentra o de quien busca: nombres y apellidos; cualquier tipo de documento de identificación; 
nombres y apellidos de familiares -si se conocen- y, en especial, cuando se tratare de menores, el de sus 
padres, tutores o guardadores, así como el domicilio habitual de los mismos; detalle del lugar, fecha y hora en 
que la persona extraviada fue vista o se tuvo noticia de ella por última vez o hubiera sido encontrada, según 
el caso; fotografía o descripción pormenorizada actualizada, incluyendo su vestimenta, estado general de 
salud, así como enfermedades, imposibilidades físicas o psíquicas o capacidades diferentes conocidas, 
dejándose constancia, además, de la medicación que deba consumir en forma permanente; registro 
dactiloscópico; cualquier otro dato que se considere de utilidad; datos de la autoridad pública, organización 
privada o personas que comuniquen al Registro el extravío o el hallazgo, según sea el caso; y especificación 
acerca de dónde proviene la información y de qué organismo de qué Estado se han obtenido los datos, en el 
caso de que los mismos provengan del exterior, como consecuencia de la solicitud de cooperación 
internacional. 


Me va a resultar difícil hacer un resumen en tan poco tiempo, porque el tema tiene matices complejos. 


El artículo 5" establece que deberá informarse de inmediato al Registro todos los casos en que sean 
encontradas personas cuyo paradero o identidad se desconocía. Aquí estamos pensando en familiares que 
buscan a personas, en Directores de establecimientos a quienes les faltan personas que están bajo su 
responsabilidad. Una persona que está extraviada puede ser una persona que decidió irse por propia voluntad, 
una persona que está siendo objeto de un delito de complejidades muy distintas, una víctima de secuestro en 
su fase inicial -adelanto que estamos trabajando en un proyecto referido a los secuestros-, pero son temas que 
se interrelacionan. En cada caso hay una etapa en que la persona está en una situación particular. Una persona 
se puede ir porque quiere, puede estar extraviada porque alguien la tiene retenida, puede tener un problema 
médico o puede estar en estado de coma. Todas estas cosas se pueden complementar según quién las reciba o 
a quién le falte y lo comunique a un registro centralizado. 


Habría una línea telefónica sin cargo, veinticuatro horas al día, una página web -naturalmente, con un acceso 
fácil y directo, no como página subsidiaria de ningún otro organismo-; se habla de la creación en el 
Ministerio del Interior de un Consejo de Asesoramiento y Coordinación honorario -de hecho, hoy está 
funcionando en esa órbita, pero sin un Consejo-, que estará presidido por un representante del Ministerio del 
Interior e integrado por delegados del Poder Judicial, Salud Pública, Relaciones Exteriores, Cooperación 
Internacional de Cultura, Fiscalía de Corte, ANEP, Prefectura Nacional Naval y por las áreas especializadas 
del Ministerio del Interior como Migración, Identificación Civil e Interpol, y también habrá un espacio para 
las organizaciones no gubernamentales de reconocida trayectoria en la temática. Es importante la 
participación activa de las organizaciones de comunicación social, es decir, aquellas que comprenden a los 
medios de comunicación social de toda naturaleza, ya sea ANDEBU o las asociaciones de prensa del interior. 


Por otra parte, se declara que la utilización de espacios de difusión debe ser urgente. Queda abierta la 
posibilidad de utilizar -como pasa en otros países- desde las bolsas de leche hasta las bolsas de arroz con la 
foto de alguien que está siendo buscado; pasa mucho con los niños. El cierre de fronteras es muy importante. 


El Ministerio del Interior deberá hacer un informe estadístico anual de la situación genérica de los casos 
registrados -para no mencionar nombres- con suficiente publicidad para que la sociedad conozca el tema. La 
reglamentación de la ley debe establecer procedimientos y requisitos para el acceso a la información 
existente, garantizando -este tema es muy crítico- la confidencialidad de los datos y su acceso, en protección 
de las personas extraviadas, debiéndose acreditar en todos los casos de solicitud de información la existencia 
de una competencia funcional específica o de un interés directo, personal y legítimo del requirente. En todo 
caso y circunstancia primará el principio de protección de la vida, la salud, la integridad personal, la 
intimidad, la no discriminación o revictimización de la persona extraviada y su familia. Las patologías que 
uno advierte con esto es que, de pronto, si este registro es de fácil acceso para cualquiera, habría una historia 


personal y alcanzaría con que alguien denunciara a una persona como extraviada para que le pudiera estar 
causando un perjuicio en el futuro cuando fuera a pedir un empleo, etcétera. Por tanto, quien pide la 
información debe tener interés directo, personal y legítimo. Es más: una vez resuelta la situación de extravío, 
la propia persona registrada como extraviada o sus responsables directos, en el caso de menores o incapaces, 
podrán solicitar el alta de la información, es decir, retirar esa información existente en el registro, la que será 
dada de baja, salvo que a juicio de la autoridad registral -es decir, de las autoridades policiales- mediaran 
circunstancias que aconsejan el mantenimiento de la información, resolución que deberá ser fundada. En caso 
de que quien quiera retirar la información no pueda hacerlo porque se le deniega la posibilidad diciéndole 
que debe permanecer porque es muy importante, en caso de discrepancia se estará a lo que resuelva 
sumariamente el Tribunal de Apelaciones en lo Civil que corresponda, según la fecha en que se efectuó 
originalmente el registro. 


¿Qué tratamos de probar con esto? El caso de la desaparición de los menores. Cuando un menor se extravía 
puede haber un caso de omisión de deberes de los padres y que tengan gran interés en querer sacarse 
rápidamente de encima el antecedente de esa situación. La armonización entre la protección de la víctima, el 
derecho de que el antecedente no quede y la protección del seguimiento nos pareció que tendrían que estar en 
manos de un Tribunal de Apelaciones, en este caso en lo civil para no establecer una jurisdicción penal, que 
en un proceso muy sumario decida sobre este punto. 


El artículo 13 dice que la aplicación de la ley estará a cargo del Ministerio del Interior. El Poder Ejecutivo -no 
el Ministerio del Interior- dispondrá la organización del registro y será el que proveerá los recursos. Se 
faculta al Poder Ejecutivo la readecuación de partidas presupuestales y la redistribución prioritaria de 
funcionarios excedentarios que fuese necesaria a los efectos de la mejor aplicación de la ley. El funcionario a 
cargo del registro tendrá facultad para coordinar con otros organismos competentes. 


El artículo 16 establece que la ley se aplicará en cumplimiento de lo establecido por la legislación nacional, y 
en especial y en lo pertinente por lo dispuesto por la Convención Internacional de los Derechos del Niño - 
artículos 7%, 8? y 35-, por la Convención Interamericana de Restitución Internacional de Menores, de 
Montevideo de 1989, por la Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores de 1994 - 
CIDIP V- y por el Convenio sobre Protección Internacional de menores suscrito entre Uruguay y la República 
Argentina el 31 de julio de 1981, así como por toda otra norma internacional sobre la materia que fuese 
ratificada por nuestro país. 


Por último, se señala que el Poder Ejecutivo reglamentará la ley en un término de ciento veinte días. 


Este es un tema complejo y con muchas variables y pudo haber quedado algo por el camino. Reitero: 
solicitaría que se incluyera la exposición de motivos en el acta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del doctor Scavarelli. Seguramente, cuando 
abordemos cualquiera de estos proyectos le vamos a avisar. 


(Se retira de Sala el doctor Scavarelli) 


Debo informar que el jueves de la semana próxima, a la hora 14, recibiremos al Director Ejecutivo 
del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, señor Roberto Cuéllar. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 15 y 38) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


